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I. ANTECEDENTES   
 
 

1. Mediante memorial 2019-01-418722 de 22 de noviembre de 2019, la apoderada 
de Volvo Group Colombia S.A.S., solicitó autorización para el pago preferente del 
crédito garantizado con garantía mobiliaria, en los términos del artículo 50 de la 
Ley 1676 de 2013 y el artículo 2.2.2.4.2.37 del Decreto 1835 de 2015. 
 

2. Con Auto 2019-01-484264 de 19 de diciembre de 2019, el Despacho puso en 
conocimiento de la concursada, acreedores e interesados la solicitud de ejecución 
de garantía presentada por Volvo Group Colombia S.A., otorgando un término de 
10 días para que se realizaran los pronunciamientos pertinentes.  

 

3. Con memorial 2020-01-023988 de 24 de enero de 2020, la concursada se 
pronunció al respecto oponiéndose a la autorización solicitada por Volvo Group 
Colombia S.A.S., al ser esta improcedente por no cumplir con los requisitos 
legalmente exigidos y ser enormemente lesiva de los intereses de la sociedad 
deudora y los demás acreedores.  

 

4. Así mismo, con memoriales 2020-01-026835 y 2020-01-026195 de 28 y 27 de 
enero de 2020, los apoderados de Bancolombia y Banco Davivienda, 
respectivamente, solicitaron al juez del concurso negar la solicitud elevada por 
Volvo Group Colombia S.A., por cuanto este no quedó reconocido dentro del 
acuerdo como acreedor garantizado y por lo tanto dicho acreedor no ostenta esa 
calidad dentro del proceso de reorganización.  

 
II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 
 

5. Con el fin de resolver las cuestiones expuestas en los antecedentes de esta 
providencia, el Despacho abordará los siguientes dos asuntos: i. la distinción entre 
acreedor de segunda clase y acreedor garantizado; y ii. la solicitud de pago 
preferente del acreedor garantizado. 

 
La distinción entre las categorías de acreedor de segunda clase y acreedor 
garantizado 

 

6. La Ley 1676 de 2013 pretendió armonizar las normas del derecho colombiano con 
las mejores prácticas sobre operaciones de crédito garantizadas, siguiendo los 
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principios establecidos por diferentes organizaciones multilaterales como la 
Organización de Estados Americanos y el Banco Mundial. 
 

7. Bajo esa línea, el legislador colombiano optó por incorporar al ordenamiento 
jurídico uno de los instrumentos promovidos por esas instituciones, como es la Ley 
Modelo Interamericana sobre garantías mobiliarias. 
 

8. Uno de los principios de esos instrumentos, ha sido la unificación del sistema de 
garantías sobre bienes muebles alrededor del concepto de “garantía mobiliaria” 
bajo el cual se subsumen conceptos como la prenda civil o comercial, la venta con 
reserva de dominio, el derecho de retención, el pacto de retroventa, entre otros. 
 

9. El artículo 3 de la Ley 1676 de 2013 es claro en resaltar que, independientemente 
de la nomenclatura, toda operación que tenga por efecto garantizar una obligación 
con bienes muebles del garante se denomina garantía mobiliaria. Esa disposición 
implica que, al momento de revisar ese tipo de operaciones, se debe dar mayor 
valor a la finalidad de esta indistintamente del nomen iuris con el que las partes la 
calificaron. 
 

10. Con base en esa interpretación, el Despacho ha resuelto en diferentes decisiones 
que, independientemente que las partes hayan calificado un negocio jurídico como 
de prenda, este debe entenderse como contrato de garantía mobiliaria a la luz de 
la disposición citada en el numeral anterior. En ese sentido, todos los acreedores 
con garantía sobre bienes muebles cuentan con los mismos derechos, 
indistintamente de la nomenclatura del título por el cual se constituyó su garantía1.  
 

11. Sin embargo, también existen decisiones del Despacho en las cuales se ha 
considerado que es posible distinguir entre acreedores con garantía mobiliaria o 
garantizados y acreedores prendarios o de segunda clase. Bajo esta posición, se 
sostiene que existen dos sub categorías de acreedores con garantía sobre bienes 
muebles: i. aquellos que pueden ejercitar los derechos señalados en los artículos 
50, 51 y 52 de la Ley 1676 de 2013; y ii. aquellos cuyos derechos se limitan a lo 
establecido en las normas pertinentes del Código Civil y Código de Comercio2. 
 

12. En atención a lo anterior, se advierte que sobre este asunto existen diferentes 
posiciones respaldadas por diversas decisiones judiciales, sin que ninguna de las 
dos se haya establecido como una línea de precedente. 
 

13. Ahora bien, el Despacho considera que de las dos posiciones expuestas en los 
numerales 5 y 6 de esta providencia, aquella que considera que no se debe 
distinguir entre los derechos de acreedores garantizados o con garantía mobiliaria 
de los prendarios o de segunda clase, es la que mejor se ajusta a la interpretación 
de la Ley y, constituye doctrina probable, conforme las razones que se exponen a 
continuación. 
 

14. En primer lugar, la Ley 1676 de 2013 tiene como fin dejar de lado el sistema de 
garantías fragmentado vigente hasta la fecha de su promulgación y sustituirlo por 
un sistema unificado. Tan así es que, de la lectura del artículo 3 de la Ley 1676 de 
2013 es claro que la intención del legislador es integrar todas las distintas 
herramientas legales existentes para garantizar obligaciones bajo el concepto de 
garantía mobiliaria. 
 

                                            
1 Superintendencia de Sociedades. Audiencia de Resolución de Objeciones del 2 de octubre de 
2015 dentro del proceso de reorganización de Blastingmar. 
2 Superintendencia de Sociedades. Audiencia de resolución de objeciones del 2 de noviembre de 
2016 dentro del proceso de reorganización de China Automotriz. 
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15. De manera que, carece de fundamento que por vía de jurisprudencia se pretenda 
crear una nueva clase de acreedor garantizado cuando la intención de la norma 
era unificar todos los diferentes tipos de garantía bajo un solo concepto.  
 

16. En segundo lugar, el tratamiento de las garantías sobre bienes muebles 
establecido en los artículos 2492, 2497, 2498 y 2510 del Código Civil no es 
sustancialmente distinto del dispuesto por la Ley 1676 de 2013, pues estas 
disposiciones señalan que el privilegio del acreedor es sobre el bien que soporta la 
prenda, que los acreedores de primera clase solo excluyen a los segundos cuando 
no existen bienes suficientes para atender a los primeros y que los créditos 
preferentes no cubiertos en su totalidad son calificados como quirografarios en el 
valor que exceda la garantía..  
 

17. Por consiguiente, es claro que el origen del privilegio de la garantía prendaria del 
Código Civil y el de la garantía mobiliaria de la Ley 1676 de 2013 es el mismo, es 
decir, la especial afectación que hace el deudor o garante de una sección de su 
patrimonio para amparar una obligación o crédito especifico.  
 

18. Así las cosas, es preciso resaltar que, la modificación introducida por la Ley 1676 
de 2013 en el tratamiento de créditos con garantía sobre bienes del deudor dentro 
de los procesos de insolvencia, es de naturaleza procesal ya que permite al 
acreedor con garantía solicitar la ejecución sin hacerse parte del acuerdo 
recuperatorio y en consecuencia no quedar sometido a los términos de este, 
recibiendo el pago de su crédito en segundo o tercer orden según la naturaleza de 
los bienes. 
 

19. En tercer lugar, no es posible reconocerle la calificación de acreedor de segunda 
clase a aquellos que, si bien han celebrado un contrato de prenda bajo la 
legislación anterior a la Ley 1676 de 2013, no cumplieron con la carga de hacer 
oponible su garantía, pues los artículos 2.2.2.4.1.41 y 2.2.2.4.2.58 del Decreto 
1074 de 2015, establecen como  efecto del incumplimiento de las cargas que 
buscan dar oponibilidad a las garantías constituidas antes de la vigencia de la Ley 
1676 de 2013 y las constituidas con posterioridad a esa norma, 
 

20. En ese sentido, el artículo 2.2.2.4.2.58 del Decreto 1074 señala que aquellos 
acreedores que teniendo la obligación de inscribir la garantía para efectos de 
oponibilidad lo hagan con posterioridad a la inscripción del formulario de ejecución 
concursal tendrán el tratamiento de acreedores quirografarios. 
 

21. Finalmente, se advierte que otro de los objetivos de la Ley 1676 de 2013 es 
simplificar las normas de garantías sobre bienes muebles facilitando su 
interpretación y aplicación con el fin de eliminar costos de transacción en este tipo 
de operaciones y promover el acceso al crédito. 
 

22. En el anterior orden de ideas, el Despacho considera que la pretensión de crear 
distinciones o nuevas categorías de acreedores y exigir requisitos desarrollados 
jurisprudencialmente sin estar contemplados en la Ley para reclamar los derechos 
de los acreedores con garantía dentro del proceso de insolvencia, deshace la 
intención del legislador pues complica la interpretación del sistema de garantías 
colombiano  y promueve las disputas legales sobre los derechos de propiedad 
entre el acreedor y el deudor que dificultan la negociación entre las partes al 
interior del proceso de insolvencia. 

 
Frente al antecedente invocado como fundamento para la oposición de la 
ejecución 

 

23. Sin perjuicio de los argumentos expuestos, el Despacho advierte que las 
oposiciones a las solicitudes de la apoderada de Volvo, invocando la decisión 
proferida por este Despacho durante la audiencia de resolución de objeciones del 
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18 de febrero de 2016 dentro del proceso de reorganización de Daniel Arenas, se 
fundamentan en una interpretación equivoca del alcance de esa decisión. 
 

24. En efecto, en la antedicha decisión, el Despacho pretendió resaltar las diferencias 
entre los acreedores con garantía mobiliaria y los acreedores con garantía 
hipotecaria que se habían beneficiado de las disposiciones del artículo 50 de la 
Ley 1676 de 2013. 
 

25. Por otra parte, respecto al tratamiento de acreedores con garantías sobre bienes 
muebles la posición en su momento este Despacho, dispuso lo siguiente: 
 

“Del citado artículo 3° de la Ley de garantías mobiliarias se desprende, entre 
otras conclusiones, que el concepto de “acreedor garantizado” comprende 
todas aquellas categorías de acreedores respaldados por otro tipo de 
cauciones sobre bienes muebles, como los acreedores prendarios. En otras 
palabras, la Ley 1676 de 2013 recalificó el negocio prendario, y a partir de la 
entrada en vigencia de dicha Ley la tradicional prenda fue absorbida por la 
garantía mobiliaria, que se erige en principal instrumento de aseguramiento 
del crédito con bienes muebles. Absorción, pero no sustitución.” 

  

26. De la misma forma, en esa decisión, se estableció que:  
 

“De esta fórmula de derogatoria se concluye que la misma opera para 
cuerpos normativos distintos de aquellos cuyas normas fueron derogadas o 
modificadas expresamente, esto es, Código Civil y Código de Comercio, ya 
que respecto de estos dos estatutos el legislador se tomó el trabajo de 
precisar las normas intervenidas. Si a esto se suma la pauta de 
interpretación según la cual “cuando en otras disposiciones legales se haga 
referencia a las normas sobre prenda (…) dichas figuras se considerarán 
garantías mobiliarias” (art. 3, inc. 3), es claro entonces que el legislador 
subsumió a la prenda en el concepto de garantía mobiliaria, ciertamente 
más amplio, pero a través de una fórmula que no pasa por la derogación de 
la totalidad de las normas de los códigos Civil y de Comercio que aluden a la 
prenda, sino por su integración a un régimen armónico que la propia Ley 
denominó “sistema unitario de garantías sobre los bienes muebles”, que así 
se denomina el Capítulo II del Título I de la Ley 1676 de 2013.” 

 

27. Así las cosas, el Despacho encuentra que en la decisión citada no se hizo ninguna 
distinción entre acreedores con garantía mobiliaria o acreedores de segunda 
clase, sino por el contrario en esta se insiste en que la primera denominación 
absorbió distintas denominaciones, entre otras la de los acreedores prendarios. 
 

28. Por lo expuesto, este Despacho considera pertinente destacar que, sin perjuicio de 
las consideraciones hechas en el acápite anterior, tampoco puede considerar que 
el antecedente invocado por quienes se oponen a la solicitud de la acreedora sea 
aplicable al caso en cuestión, pues lo que se discute en esta ocasión es la 
supuesta distinción entre acreedores garantizados y de segunda clase, y no la de 
garantizados y de tercera clase que fue objeto de debate en esa ocasión.  
 

29. Por consiguiente, no les asiste razón al deudor y los acreedores que se oponen a 
la solicitud de pago preferente¸ por lo cual se desestimarán las mismas y se 
continuará con el estudio de la solicitud elevada por el acreedor con garantía. 
 

Frente a la solicitud de pago preferente 
 

30. Este Despacho ya se ha pronunciado en oportunidades anteriores sobre el 
concepto de pago preferente y su aplicación en el marco de procesos de 
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reorganización, aclarando que el mismo contempla el derecho del acreedor 
garantizado ser pagado antes que cualquier otro acreedor sometido al concurso3. 
 

31. Sin perjuicio de lo anterior, por concernir al asunto bajo análisis, es necesario 
aclarar diferentes aspectos de los derechos de los acreedores con garantía 
establecidos en el artículo 50 de la Ley 1676 de 2013 y desarrollados en el 
Decreto 1074 de 2015. 
 

32. En primer el lugar es relevante resaltar que los derechos de los acreedores 
señalados en el artículo 50 de la Ley 1676 de 2013 no son exclusivos de los 
titulares de garantías mobiliarias, sino de cualquier acreedor que cuente con un 
derecho real sobre bienes de propiedad del deudor como también son las 
hipotecas. 
 

33. Este tipo de garantías tiene como finalidad afectar un bien especifico del 
patrimonio del deudor para amparar el crédito del acreedor a favor de quien se 
constituye esa garantía, mediante la constitución de un privilegio a favor del 
acreedor sobre el bien permitiéndole reclamar la satisfacción de su crédito con 
cargo a ese bien. 
 

34. Ahora bien, este tipo de privilegio especial no es una novedad introducida por la 
Ley 1676 de 2013, en tanto que esas reglas ya existían en el derecho colombiano 
en los artículos 2492, 2497, 2498 y 2510 del Código Civil. En ese sentido la Ley 
1676 de 2013, no hizo ninguna modificación de tipo sustancial en los derechos de 
este tipo de acreedores, por el contrario, ratificó los beneficios que el derecho 
colombiano ya les había otorgado. 
 

35. Lo que constituye una novedad de la Ley 1676 de 2013, es la rehabilitación de los 
derechos de los acreedores de garantía dentro de los procedimientos concursales, 
que habían sido restringidos en el derecho colombiano desde la promulgación del 
Decreto 350 de 1989, con el fin de permitirles satisfacer su crédito con cargo a los 
derechos que ostentan sobre el bien en garantía. 
 

36. Ahora bien, se trata de una novedad relativa en tanto los estatutos concursales 
anteriores a esa norma si bien obligaban al acreedor con garantía a concurrir al 
proceso concursal, les permitía participar de las deliberaciones del concordato con 
voz y voto o ejercer sus acciones legales sobre las garantías ante el mismo juez 
que conocía del concordato como lo contemplaba el artículo 1918 del Código de 
Comercio. 
 

37. No obstante, a partir de la entrada en vigencia del Decreto 350 de 1989 el artículo 
21 de ese estatuto dispuso que los acreedores con garantía real conservan el 
orden y la preferencia para el pago establecido en la Ley, pero con la carga de 
hacerlos valer exclusivamente dentro del concurso. Así, esta norma restringía los 
derechos de los acreedores con garantía, pues en caso de concurso no se les 
permitía satisfacer sus derechos con cargo al bien gravado a su favor y su 
privilegio se restringía a un mejor lugar dentro de la fila de pagos frente a los 
acreedores de otras clases. 
 

38. Este tratamiento de los acreedores con garantía sobre bienes del deudor se 
mantuvo en los sucesivos estatutos concursales como la Ley 222 de 1995, la Ley 
550 de 1999 y los términos originales de la Ley 1116 de 2006 hasta la reforma 
introducida por la Ley 1676 de 2013. 
 

39. Al respecto, el artículo 50 de la Ley 1676 de 2013 pretendió restablecer los 
derechos de los acreedores con garantía señalados en el Código Civil, 

                                            
3 Superintendencia de Sociedades. Auto 2017-01-263176 del 11 de mayo de 2017 dentro del 
proceso de reorganización de Productos Químicos Panamericanos.  
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independientemente de si la misma recaía sobre bienes muebles o inmuebles, al 
reconocerles el mencionado derecho de pago con preferencia a los demás 
acreedores sujetos al concurso.  
 

40. Esa disposición ha sido objeto de diferentes debates como el que nos ocupa en el 
presente caso, sin embargo, el alcance de la misma puede auscultarse de las 
diferentes normas que regulan la materia, así como de la tradición jurídica que se 
le reconocía a este tipo de derechos antes de la entrada en vigencia del Decreto 
350 de 1989. 
 

41. En primer lugar, el mismo artículo 50 de la ley 1676 de 2013 establece que el 
acreedor con garantía tiene derecho a que cuando la obligación estuviera sujeta a 
plazo se le pague en los términos originalmente pactados para lo cual el deudor 
debe ponerse al día con los pagos vencidos con posterioridad a la apertura del 
concurso. 
 

42. Esa disposición normativa, debe leerse conjuntamente con lo establecido en (i) el 
inciso final del artículo 2.2.2.4.2.37 del Decreto 1074 de 2015, según el cual los 
acreedores garantizados están exceptuados de lo señalado en el artículo 40 de la 
Ley 1116 de 2006 respecto al efecto vinculante de acreedores ausentes y 
disidentes frente al acuerdo de reorganización y, (ii) el artículo 2.2.2.4.2.39 del 
mismo Decreto que señala que las cuotas que se venzan con posterioridad a la 
apertura del proceso de insolvencia deben atenderse en los términos 
originalmente pactados y su incumplimiento tendrá la consecuencia del 
incumplimiento de gastos de administración. 
 

43. De la interpretación conjunta de las mencionadas normas, se concluye que el pago 
con preferencia es el derecho con el que cuenta el acreedor garantizado para que 
la apertura del proceso de insolvencia no afecte sus prerrogativas y el deudor 
continúe cumpliendo sus obligaciones en los términos originalmente pactados. 
Correlativamente, el deudor cuenta con el derecho a, en caso de haber incumplido 
algún pago causado antes del concurso, curar ese incumplimiento y el acreedor 
con garantía tendrá la obligación de reestablecerle el plazo. 
 

44. Ahora bien, es posible que la crisis del deudor tenga tal magnitud que no le sea 
posible seguir honrando las obligaciones con sus acreedores garantizados en los 
términos en que fueron pactados originalmente. En este caso, las partes 
mantienen la posibilidad de negociar unos términos diferentes a los contemplados 
en el acuerdo de reorganización, el cual será vinculante entre las partes en 
atención al principio de autonomía privada, pues de conformidad con lo señalado 
en el inciso final del artículo 2.2.2.4.2.37 del Decreto 1074 de 2015 al acreedor con 
garantía no es posible imponerle los términos del acuerdo de reorganización con 
fundamento en la ley de mayorías. 
 

45. Por tanto, en este caso el derecho de pago con preferencia se concreta en la 
posibilidad que el deudor y el acreedor con garantía pacten términos diferentes a 
los señalados en el acuerdo de reorganización que incluso permitan la satisfacción 
del acreedor garantizado antes que los demás acreedores anteriores al proceso 
conforme lo ha reconocido este Despacho de tiempo atrás4. 
 

46. Por otra parte, el último escenario contempla la posibilidad que al deudor no le sea 
posible continuar atendiendo el crédito garantizado en los términos originales del 
mismo y tampoco logre negociar términos nuevos con el acreedor sujeto en 
garantía. En este caso, el deudor no tiene la facultad de imponer los términos del 
acuerdo de reorganización al acreedor garantizado en atención a la excepción 
establecida en el artículo 2.2.2.4.2.37 del Decreto 1074 de 2015 mencionado 
anteriormente. 

                                            
4 IBIDEM.  
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47. En este evento, es necesario tener en cuenta dos reglas: i. por efecto del principio 
de universalidad todos los bienes del deudor se encuentran sometidos al proceso 
de reorganización y no es posible ejecutarlos por mecanismos singulares; ii. en 
atención a la afectación especial del bien objeto de la garantía el acreedor 
garantizado tiene el derecho a satisfacer su crédito con cargo a él. 
 

48. En el anterior orden de las cosas, la segunda regla de la afectación conlleva una 
excepción al principio de universalidad, dado que el acreedor garantizado puede 
ejecutar su garantía para atender el pago de su crédito, pero no puede afectar otro 
tipo de bienes incluyendo el efectivo del deudor.  
 

49. Es decir que, el pago con preferencia no es otra cosa que la habilitación para 
ejercer los derechos del acreedor garantizado sobre el bien que soporta la 
garantía sin afectar otro tipo de bienes. En suma, se trata la reintegración al 
ordenamiento jurídico colombiano de una regla similar a la establecida en el 
artículo 1918 del Código de Comercio en su momento. 
 

50. En resumen, el pago con preferencia que señala el artículo 50 de la Ley 1676 de 
2013 debe entenderse en tres sentidos: 
 

a. El derecho del acreedor garantizado a que se atienda su obligación en los 
términos pactados originalmente y la facultad del deudor de reestablecer el 
plazo curando la mora en los instalamentos causados con anterioridad al 
inicio del proceso de reorganización. 
 

b. El derecho del acreedor garantizado a negociar unos términos diferentes a 
los señalados en el acuerdo de reorganización para que se le pague con 
preferencia a los demás acreedores pre-concurso. 
 

c. El derecho del acreedor garantizado a ejercer sus derechos sobre el bien 
en garantía para satisfacer su crédito, aunque sin poder afectar ningún otro 
bien en propiedad del deudor o lo que equivale a ejecutar su garantía 
dentro del proceso concursal. 
 

51. En el caso contemplado en el referido literal c., consistente en la ejecución de la 
garantía, el juez del concurso deberá verificar el cumplimiento de lo señalado por 
la Corte Constitucional en la Sentencia C-145 de 2018, que resolvió la 
constitucionalidad condicionada del artículo 50 de la Ley 1676 de 2013. 
 

52. En caso de la ejecución concursal de la garantía, el acreedor garantizado puede 
optar por la apropiación, según lo señalado en el artículo 2.2.2.4.2.37 del Decreto 
1074 de 2015 o la enajenación en los términos del artículo 2.2.2.4.2.64 de la 
misma norma. 
 

Sobre la solicitud de pago con preferencia de la apoderada de Volvo 
 

53. De la revisión del memorial 2019-01-484264 del 19 de diciembre de 2019, el 
Despacho encuentra que la petición de la apoderada del acreedor garantizado 
busca que se extienda la orden al deudor de ejecutar el pago preferente e 
inmediato a favor de su poderdante. 
 

54. Sobre el particular, se señala que, de conformidad con las consideraciones 
expuestas, el Despacho no está facultado para emitir la orden pretendida, pues la 
posibilidad de ejecutar el pago pleno de la obligación o restablecer su plazo 
original, es una facultad exclusiva del deudor en concurso atendiendo a sus 
posibilidades financieras. 
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55. Ahora bien, frente a la posibilidad de que las partes lleguen a un acuerdo sobre 
términos distintos para atender el pago de esa obligación, si bien en el memorial 
en el que se reclama el pago con preferencia, la apoderada de Volvo extiende la 
posibilidad de celebrar un acuerdo bajo nuevos términos, el Despacho no 
encuentra que exista manifestación alguna de parte del deudor, por ende, es claro 
que no existe un acuerdo en ese sentido. 

 

56. De conformidad con lo anterior, se entiende que la solicitud de pago con 
preferencia reclamada por la apoderada de Volvo pretende que se permita la 
ejecución concursal de la garantía. 
 

57. En atención a lo anterior y previo a proceder con el trámite correspondiente, es 
necesario que la acreedora precise al Despacho si optará por la enajenación o la 
apropiación como forma de ejecución concursal de la garantía. Por tanto, el 
Despacho requerirá a la acreedora para que dentro de los cinco días siguientes a 
la ejecutoría de esta providencia manifieste al Despacho la forma de ejecución por 
la que optará, so pena de tener por desistida la correspondiente solicitud de 
ejecución. 

 
Sobre el efecto de la ejecución de la garantía en la operación de la deudora como 
prestadora de un servicio público 

 

58. No escapa del conocimiento del Despacho que los bienes sobre los que recae la 
garantía que pretende ejecutar la acreedora son necesarios para la operación de 
la deudora y que la misma consiste en la prestación de un servicio público como 
es el transporte colectivo urbano en la ciudad de Bogotá D. C. 
 

59. Si bien dicha circunstancia no es óbice para que el juez impida la ejecución de la 
garantía, si impone que se adopten medidas que permitan reducir el efecto de la 
ejecución sobre la prestación del servicio público. 
 

60. En ese sentido, el Despacho ordenará que la medida de ejecución se suspenderá 
por tres meses contados a partir de la ejecutoria de la presente providencia con el 
fin que el deudor pueda formular una alternativa que le permita continuar operando 
o que no afecte la prestación del servicio público, o llegar a un acuerdo diferente 
con el acreedor que reclama la ejecución. 
 

61. Adicionalmente, el Despacho ordenará remitir copia de la presente providencia a 
Transmilenio S. A. para que en su condición de garante por el servicio de 
transporte público de Bogotá D.C. adopte las medidas que estime pertinentes para 
asegurar la preservación del servicio. 
 

En mérito de lo expuesto, el Funcionario Delegado con atribuciones jurisdiccionales, 
 

RESUELVE 
 

Primero. Desestimar la oposición a la solicitud de pago con preferencia propuesta por 
los apoderados de la deudora, Bancolombia y Davivienda. 

 
Segundo. Requerir a la apoderada de Volvo para que manifieste si opta por la 
enajenación o la apropiación como forma de ejecución de la garantía dentro de los cinco 
días siguientes a la notificación de esta providencia bajo pena de tener por desistida la 
solicitud. 

 
Tercero. Advertir que una vez se cuente con la manifestación sobra la forma de 
ejecución de la garantía, se suspenderá el trámite de ejecución por tres meses contados a 
partir de la ejecutoría de la presente providencia. 
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Cuarto. Ordenar al Grupo de Apoyo Judicial de esta Entidad que remita copia a 
Transmilenio S. A. de la presente providencia. 

 
Notifíquese y cúmplase,    
 
 

 
GUILLERMO LEON RAMIREZ TORRES   
Funcionario delegado con atribuciones jurisdiccionales 
TRD: ACTUACIONES DE LA REORGANIZACION EMPRESARIAL 

 
 


